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Falta de alimentos pone en riesgo la vida de privados de 

libertad en centros de detención preventiva 

Diagnóstico de la situación de los centros de detención preventiva de Venezuela, en el marco de la 

conmemoración del día de la Virgen de Las Mercedes, patrona de los privados de libertad  

 

 Fotografía Sebastián Guido 

Caracas, 22 de septiembre de 2017 

Falta de alimentos pone en riesgo la vida de privados de 

libertad en centros de detención preventiva  

Con motivo de la conmemoración del Día de la Virgen de Las Mercedes privados, familiares y 

expertos en asuntos penitenciario rezan por alimentos, medicinas y por el cese de las condiciones de 

hacinamiento en estos recintos 
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Al menos 8 privados de libertad que se encontraban recluidos en centros de detención preventiva del 

país han fallecido, por cuadros de desnutrición, en lo que va del año 2017, de acuerdo a los registros de 

Una Ventana a la Libertad. La escasez generalizada de alimentos que se registra en el país, así como los 

altos costos de los insumos dificulta que parientes y amigos de privados de libertad puedan llevarles 

alimentos a diario.  

El caso más reciente fue el de Adolfo Iván Martínez Canino, de 25 años de edad, quien estaba preso 

desde el 13 de septiembre de 2016, en la Policía Municipal de Guaicaipuro, en Los Teques, estado 

Miranda y murió el 20 de septiembre de 2017 por desnutrición severa.  

La reclusión de los privados de libertad en ciudades alejadas de sus pueblos de origen, constituye otro 

obstáculo para que familiares puedan acudir diariamente a llevarles alimentos.  

En algunos centros de detención los familiares deben pagar a funcionarios policiales para que permitan 

el ingreso alimentos a los detenidos. También se han registrado casos en los que privados de libertad 

usan la extorsión como mecanismo para tener acceso a la comida. 

Los centros de detención preventiva no cuentan con infraestructura (cocinas ni comedores), ni con 

presupuesto para proveer alimentos para los privados de libertad, por cuanto estos espacios no fueron 

concebidos para albergar reclusos por largos plazos. Están diseñados para mantener a los detenidos por 

un período máximo de 48 horas, hasta que sean presentados ante los tribunales y sean liberados o les sea 

asignado su centro de reclusión definitivo. En la actualidad los reclusos permanecen en estos centros por 

tiempo indefinido.   

Ruegos por alimentos y medicinas 

El 24 de septiembre, se celebra el Día de la Virgen de Las Mercedes, patrona de los privados de libertad. 

En Venezuela ha existido la tradición de realizar actividades religiosas (como misas), culturales y 

deportivas, dentro de los centros de detención, para conmemorar la fecha. También los presidentes de la 

República acostumbraban a otorgar en esta fecha indultos a privados de libertad que cumplieran las 

condiciones para este beneficio, entre ellas haber tenido buena conducta durante su tiempo de reclusión.  

Para este año 2017 no hay información oficial sobre la concesión de indultos. Con la llegada de la fecha, 

familiares, amigos, expertos en materia penitenciaria, e integrantes de cuerpos policiales, elevan ruegos 

a la Virgen de Las Mercedes y a las autoridades, por alimentos, medicinas atención médica 

especializada y traslado de los detenidos desde los centros de detención preventiva a sus 

correspondientes centros carcelarios de reclusión.  

Un diagnóstico preocupante   

El presente diagnóstico realizado por el equipo de investigación de Una Ventana a la Libertad, 

con motivo de la conmemoración del día de la Virgen de Las Mercedes, permitió identificar los 

principales problemas que afectan a los privados de libertad en los centros de detención preventiva de la 

Gran Caracas y de los estados Apure, Bolívar, Carabobo, Falcón, Lara, Mérida, Monagas, Nueva 

Esparta, Táchira y Zulia, que constituyen las regiones que reúnen la mayor población penal del país.  
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El diagnóstico se realizó a partir de testimonios recabados en entrevistas con privados de 

libertad, familiares, funcionarios policiales, expertos locales, observación directa por parte de nuestros 

investigadores y datos oficiales. 

Una Ventana a la Libertad constató presencia de enfermedades contagiosas como tuberculosis 

(en Miranda, Apure, Falcón, Mérida, Monagas, Nueva Esparta y Zulia), escabiosis (en Falcón, Mérida, 

Nueva Esparta y Zulia). También la organización conoció de casos de privados de libertad que padecen 

de Sida (Apure, Nueva Esparta y Zulia) y no reciben el tratamiento requerido.  

También se constató la presencia de privadas de libertad en estado de gestación en centros de 

detención preventiva de los estados Miranda y Zulia, que no tienen acceso a los controles médicos 

prenatales.       

  Debido a los altos porcentajes de hacinamiento algunos centros de detención han dispuesto de 

espacios comunes como pasillos, de oficinas e incluso de patrullas que son usadas como calabozos, para 

poder acoger a toda la población de privados de libertad.  

Una Ventana a la Libertad advierte sobre la gravedad de la situación que se vive en el interior de 

los centros de detención preventiva del país, debido a la falta de alimentos y medicinas para los privados 

de libertad y por las condiciones de hacinamiento en las que tienen que permanecer. Hace un llamado a 

las autoridades a buscar soluciones efectivas, en un marco de respeto a los derechos humanos de los 

privados de libertad.   

A continuación, se presenta el balance detallado de la situación de los centros de detención 

preventiva en casa uno de los estados monitoreados por la organización. 
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I. Gran Caracas: Detenidos en calabozos policiales resisten al 

hacinamiento y al retardo procesal  
 

 
Hacinamiento en Poliguaicaipuro, estado Miranda 

Cortesía de familiares  

 

En los primeros nueve meses de este 2017 Una Ventana a la Libertad confirmó que en los centros de 

detención preventiva de la Gran Caracas persiste el hacinamiento. La situación, sin duda, es la principal 

irregularidad que se registra en estos espacios transitorios para mantener a personas por lapsos no 

mayores de 48 horas.  

 

Este 24 de septiembre, día de la Virgen de Las Mercedes, patrona de los privados de libertad, no todos 

los reclusos que esperan por cupos en calabozos policiales de cárceles disfrutarán de actividades 

especiales e, incluso, de los indultos presidenciales que distintos gobiernos venezolanos han otorgado en 

fechas anteriores.  

 

Sin embargo, fuentes extraoficiales informaron a Una Ventana a la Libertad que autoridades de la 

Alcaldía Municipal de Los Salias realizarán una jornada de atención integral para evaluar la salud de 26 

presos que están detenidos en los calabozos de la Policía Municipal de Los Salias, un espacio que fue 

diseñado para albergar a 12 reclusos en 2 celdas, que no tienen acceso a la luz del día. 

 

Pese a que funcionarios policiales han explicado que no cuentan con recursos ni logística para darles 

alimentos y atención sanitaria a los presos, familiares de los privados de libertad han denunciado a Una 

Ventana a la Libertad que los policías les han vulnerado los derechos humanos a los detenidos.  

 

Los privados de libertad que han cumplido hasta tres años en centros de detención preventiva son 

huérfanos del estado venezolano. Hasta los momentos ninguna autoridad gubernamental se ha hecho 

cargo de los gastos de estas personas. En la Gran Caracas se reportan todas las semanas casos de presos 

desnutridos y con enfermedades infectocontagiosas. También se reciben con frecuencia alertas por 

muertes de reclusos. 

 

El miércoles 20 de septiembre Una Ventana a la Libertad confirmó con fuentes policiales el 

fallecimiento por desnutrición de un recluso, que estaba detenido en la Policía de Guaicaipuro, en Los 

Teques, estado Miranda. 
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Se trata de Adolfo Iván Martínez Canino, de 25 años de edad, quien estaba preso desde el 13 de 

septiembre de 2016. En un acta policial quedó registrado que el preso fue ingresado al Hospital 

Victorino Santaella Ruiz el 18 de septiembre y, dos días después, murió. 

 

Otro caso se registró el domingo 10 de septiembre, en la Policía del Municipio Ambrosio Plaza, en 

Guarenas, estado Miranda. Ese día una reclusa, identificada como Elena de Los Barrios Jiménez, de 43 

años de edad, murió por desnutrición. Era de nacionalidad colombiana y, antes de ser apresada, vivía en 

el estado Zulia. Su caso visibiliza el retardo procesal que hay en los centros de detención preventiva en 

el país.  

 

Más fugas que policías  

 

El déficit de funcionarios para custodiar a detenidos es otra de las irregularidades que se ha detectado en 

los centros de detención preventiva que están ubicados en la Gran Caracas. Por esta razón los reclusos 

disponen de 24 horas de ocio para planificar cómo fugarse de las celdas que, en la mayoría de los casos, 

son improvisadas por las autoridades policiales.  

 

Uno de los casos de hacinamiento crítico es el que hay en la policía del Municipio Guaicaipuro, ubicado 

en Los Teques, estado Miranda. Para la fecha de emisión del presente informe, más de 120 privados de 

libertad están distribuidos en esa policía que sólo puede albergar a 70 personas. A mediados de febrero 

dos presas embarazadas fueron ubicadas en un pasillo en el que están mezclados mujeres y hombres. 

 

Una Ventana a la Libertad confirmó que a finales de febrero una reclusa embarazada que estaba detenida 

en Poliguaicaipuro recibió una medida humanitaria de casa por cárcel, para dar a luz y amamantar a su 

bebé, debido a que tenía ocho meses de embarazo y sólo fue trasladada a un hospital en dos 

oportunidades para los controles médicos requeridos durante la gestación, debido a la insistencia de los 

familiares de la mujer, quien estaba privada de libertad por estar presuntamente implicada en el robo de 

un celular.  

 

El 19 de junio funcionarios de la Policía del Municipio Sucre, en el estado Miranda, recapturaron a dos 

de nueve presos, que se fugaron de los calabozos de ese cuerpo policial, a las 5 de la madrugada, durante 

un incendio que los propios reclusos habrían provocado.  

 

El 13 de septiembre Una Ventana a la Libertad tuvo acceso a un reporte policial en el que se indica que 

las autoridades de la Policía de Independencia, ubicada en Santa Teresa, estado Miranda, investigaban 

las muertes de dos presos, ocurridas durante una fuga.  

 

Durante el monitoreo en centros de detención preventiva también se determinó que 154 detenidos en la 

Policía del Municipio Ambrosio Plaza, en Guarenas estado Miranda, esperan por cupos de traslados a 

cárceles. La primera semana de septiembre los reclusos realizaron una huelga de hambre para exigir que 

las autoridades competentes se ocupen de las irregularidades que hay en ese centro de detención 

transitorio.  
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II. Apure: Hacinamiento afecta a detenidos  

 

Fachadas del Internado Judicial de San Fernando de Apure  

Fotografía de Eduardo Galindo 

 

En la capital del estado Apure, ubicada en los llanos venezolanos se encuentran los centros de reclusión 

de privados de libertad con mayor población penal; comandancia de policía estadal, Cuerpo de 

Investigaciones Científicas, Penales y Criminalísticas (CICPC) e Internado Judicial de San Fernando. 

Además, del comando de la Policía Municipal de San Fernando, donde existe un calabozo muy pequeño, 

lo que deriva en hacinamiento.  

 

De igual forma, existen calabozos en la Policía Municipal de Páez, en la población de Guasdualito, en el 

Alto Apure, ubicada a unas 5 horas de San Fernando (5 horas), y que presente problemas de 

hacinamiento y centros como el del Cicpc, el Servicio Bolivariano de Inteligencia y el Teatro de 

Operaciones N° 1, de ese municipio fronterizo con Colombia.  

 

También en San Fernando, se encuentran centros de detención preventivas (calabozos) como; Conas, 

Sebin, la Guardia Nacional, el Zodi-Apure y el que más llama la atención, que es una casa residencial, 

en el complejo habitacional Santa Inés, de San Fernando, que está adscrita a la Dirección General de 

Contrainteligencia Militar (DGCIM). Del mismo modo, en las comisarías policiales adscritas a 

PoliApure de los otros municipios como; San Juan de Payara (municipio Pedro Camejo). Biruaca 

(municipio Biruaca), Achaguas (municipio Achaguas), Mantecal y Bruzual (municipio Muñoz) y Elorza 

(municipio Rómulo Gallegos).  

 

El Internado Judicial de San Fernando de Apure, es uno de los que posee la mayor población de 

privados de libertad en el estado. Para 2016 albergaba a 616 hombres y cero féminas. Las mujeres 

fueron trasladadas para un centro, en el estado Barinas, para evitar tener mezclada a la población 

femenina de la masculina.  Ese centro presenta hacinamiento, ya que su capacidad es para 400 privados 

de libertad.  El otro centro de detención reclusión, de mayor población es la sub-delegación del CICPC 

San Fernando, que tiene 142 hombres privados de libertad.  
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Día de Las Mercedes en centros de reclusión apureños 

El día de Las Mercedes, patrona de los reclusos, es una actividad religiosa católica y es celebrada cada 

año en la Comandancia General de la Policía del estado Apure. Allí se realizan actividades religiosas en 

las que participan los privados de libertad y sus familias. Mientras, en el Internado Judicial de San 

Fernando, este año no se realizarán actividades conmemorativas, debido a que el denominado “Carro” 

(preso con posición de liderazgo entre los privados de libertad), es evangélico-cristiano y hasta ahora 

mantiene una posición de no celebrar el día de Las Mercedes, porque es una actividad católica. En los 

demás centros de reclusión preventivas poco se celebra este día. 

 

Internado Judicial de San Fernando. 

 

El Internado Judicial de San Fernando, está ubicado en el centro de la capital apureña; en la Calle Diana, 

cruce con Boyacá y frente al Boulevard o Paseo Libertador y su estructura data del año 1917, donde era 

un cuartel militar de la Guardia Nacional y en el año de 1956, por decisión del gobierno de Marco Pérez 

Jiménez, pasó a ser un centro para procesados, con una capacidad de 400 personas.   

 

Para el 2017 esta estructura tiene 61 años y su vida útil como obra caducó. Además, está ubicada en una 

zona céntrica en San Fernando y en muchas ocasiones se ha originado la propuesta de cambiar su sede. 

Pero siguen pasando los años y dicha estructura presenta problemas en el sistema de tuberías, que 

colapsa en el periodo de lluvias. Además, en años anteriores, en este centro se han presentado motines, 

fugas y otros hechos irregulares, con los que se pone en peligro a los ciudadanos que habitan o transitan 

por sus alrededores.  

 

La extensión total del Internado Judicial de San Fernando es de 22.940 m2 y su área de construcción de 

6.788 m2. Dicha estructura fue realizada con ladrillos de adobe, vigas de concreto y madera. Consta de 5 

pabellones, los rancheros, el área administrativa, un destacamento de trabajo, una cancha deportiva, 

comedor de reclusos y funcionarios y una sala de teatro para los reclusos. 

 

Una Ventana a la Libertad constató que el comedor y la sala de teatro de los reclusos están siendo 

utilizadas como calabozos, debido a que el área de los pabellones está colapsada y tiene una 

sobrepoblación de unas 100 personas. Como consecuencia, los privados de libertad no tienen espacio 

para la preparación y el consumo de alimentos y deben esperar que sus familiares les lleven comida los 

días de visita. Algunos detenidos incurren en acciones de extorsión para obtener alimentos.  

 

Los reclusos del Internado Judicial de San Fernando también padecen de problemas de salud. Dos 

reclusos que padecen de Sida y Tuberculosis se encuentran aislados y reciben atención por el personal 

del servicio médico del centro penitenciario. También permanecen detenidos dos privados de libertad 

con discapacidad: uno usa muletas por parálisis y el otro le falta un pie.  

 

Sub-delegación del CICPC San Fernando. 

 

En el centro de reclusión de la sub-delegación del CICPC San Fernando también existe hacinamiento. 

Tiene 4 calabozos con una capacidad de 15 personas, para un total de 60; pero en la actualidad alberga 

142, de los cuales 73 ya fueron procesados; 47 están esperando audiencia preliminar y 22 ya recibieron 
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condena. Entre el 8 y el 9 de septiembre los privados de libertad de este centro protestaron por la 

situación de hacinamiento y pidiendo traslados.  

 

III. Bolívar: Privados de libertad se debaten entre hacinamiento, 

enfermedades y fallas alimenticias 

 
Ingreso de visitantes al centro de Coordinación Policial de Guaiparo 

Fotografía Pableysa Ostos 

 

Los centros de detención preventiva no sólo son centros penitenciarios paralelos en el centro del país, 

sino también en el estado Bolívar. Solo que, la semejanza con los internados judiciales en esta entidad 

es, además del hacinamiento y la restricción de derechos, los motines. 

 

Prueba de ello es la comisaría de la Policía del Estado Bolívar (PEB) de Guaiparo, en San Félix, Ciudad 

Guayana, que en menos de dos meses fue testigo de dos motines que dejaron tres muertos y 12 heridos. 

 

El primero fue en mayo del 2016. Se trató de una balacera, con granadas incluidas, que duró unos 40 

minutos. Un par de reos se fugaron durante el tiroteo, mientras que otro de sus pares murió al estallarle 

una granada en el rostro. 
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El segundo motín fue en agosto de 2016. Esta vez la balacera se extendió durante horas, en la que 

murieron dos reos y 11 resultaron heridos. También Resultó lesionado el jefe del régimen de los 

calabozos, Jorge Luis Avilar. 

 

El municipio Caroní tiene 10 centros de coordinación policial (CICPC), adscritas a la Policía del estado 

Bolívar, de los cuales Guaiparo, Cachamay, Los Olivos y Ramón Eduardo Vizcaíno albergan detenidos; 

en el resto del estado Bolívar hay otras 18 comisarías: Marhuanta y Agua Salada, en Ciudad Bolívar 

también operan como centros de reclusión preventiva. 

 

El CCP Guaiparo tiene dentro de sus celdas alrededor de 200 presos; Vizcaíno 89 mujeres; el Cuerpo de 

Investigaciones Científicas, Penales y Criminalísticas (CICPC) no menos de 100 reclusos. 

 

Factores que han aumentado el hacinamiento 
 

En el caso del CICPC, el calabozo fungía antes como el baño de caballeros, actualmente alberga a no 

menos de 100 reclusos. La situación afecta considerablemente el tema de salubridad, y da paso a las 

enfermedades.  

 

Varios casos han sido denunciados por parientes, uno de ellos es el de una mujer recluida en CCP 

Vizcaíno, la cual padecía de cáncer. Su caso fue tramitado durante meses ante tribunales a fin de recibir 

la ayuda humanitaria. 

 

En el caso de la cárcel del Centro Penitenciario de Oriente El Dorado, al sur del estado Bolívar, los 

reclusos están propensos a enfermedades como malaria y dengue, ya que por la ubicación de dicho 

centro se es más propenso a estas enfermedades.  

 

Adquirir el tratamiento también es costoso debido a que no se consigue de forma regular en los 

ambulatorios, por ende, los familiares deben pagar entre 500 y 900 mil bolívares por el mismo. 

 

Otro de los factores que afectan a los detenidos son los retrasos procesales por parte de los tribunales, 

casos que siguen sin ser revisados o reclusos que no han sido nuevamente presentados después de los 45 

días. 

 

Alimentación 

El presupuesto de la Policía del estado Bolívar (PEB) para 2015 fue de 72.470.000 bolívares: 71,69 por 

ciento destinado para la inversión social y 28,31 por ciento para gastos ordinarios y fundamentación de 

la institución gubernamental. 

 

Este presupuesto no incluyó comida para los arrestados, a pesar que de muchos pagan su condena en las 

celdas de comisarías y no en las cárceles. Las comisarías no pueden darles comida a los reos porque no 

cuentan con comedores o cocinas, debido a que la ley no los califica como centros de reclusión; a 

excepción del CCP Ramón Eduardo Vizcaíno, donde las reclusas cuentan con una pequeña cocina, 

donde ellas mismas preparan sus alimentos.  
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Las familias deben de llevarles los alimentos a sus familiares, en este caso las tres comidas al día, pero 

debido a los problemas de escasez de alimentos que afecta al país y los altos costos de los productos la 

situación es más difícil. 

 

En resumen: Altos porcentajes de hacinamiento, presencia de enfermedades infecciosas y contagiosas, 

falta de alimentos y de agua potable, desnutrición y retrasos e irregularidades en los traslados de los 

detenidos a sus centros de reclusión definitiva son algunos de los problemas que afectan a los privados 

de libertad, que permanecen en centros de detención preventiva del estado Bolívar, de acuerdo a lo 

constatado por Una Ventana a la Libertad. 

 

Día de Las Mercedes 

 

Para este día en el Centro Penitenciario de Vista Hermosa tendrán actividades varias, entre las que están 

previstas una misa y actividades recreativas. En el Centro Penitenciario de Oriente El Dorado, realizarán 

una misa conmemorativa.  

 

En el CCP Ramón Eduardo Vizcaíno y el CCP Guaiparo tendrán también actividades religiosas.  

 

 

IV. Carabobo: El día de Las Mercedes ya no es sinónimo de noticias 

sobre liberaciones para los detenidos 

 

 
Detenidos en calabozos de la Policía Municipal de Valencia 

Fotografía: Tibisay Romero   

  

La celebración del día de la Virgen de Las Mercedes, patrona de los detenidos, el 24 de septiembre, ya 

no es sinónimo de liberaciones como ocurría años atrás. A pesar de eso, aún hay quienes deciden tener 

un gesto de bondad y caridad con aquellos privados de libertad que sufren por estar en condiciones 
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inadecuadas en los centros de detención preventiva de Valencia y algunos municipios del estado 

Carabobo. 

 

En la mayoría de estos sitios hay problemas por hacinamiento, falta de alimentación y medicinas, 

enfermedades de la piel, respiratorias y hasta de transmisión sexual, hay poca o ninguna posibilidad para 

la recreación de los detenidos, tampoco existen espacios apropiados para las visitas de familiares o 

allegados. Adicionalmente sus casos sufren el retardo procesal y están presos, casi siempre, por más 

tiempo de lo debido o en muchos casos, cuando ya son penados no los trasladan a un centro 

penitenciario, como debería ser. 

 

Ayuda desde lo espiritual 

 

El director de Cáritas en esta entidad federal del centro del país, padre Carlos Torreiro, señaló que desde 

esta instancia de la iglesia católica han exhortado a las diferentes Cáritas parroquiales y grupos de acción 

social a expresar la misericordia con quienes están tras las rejas, a propósito de la fecha del 24 de 

septiembre. 

 

Torreiro explicó que se trata de mitigar un poco el hambre que padecen los detenidos, llevándoles 

comida o ayudarles con sus implementos de aseo personal, medicinas, ropas o zapatos. También 

recomendó que se lleven artículos deportivos que puedan servir para la recreación. 

 

Expresó que durante esta fecha en 2016 acudieron a la sede de la Policía de Carabobo, en su comando 

principal en la zona de Navas Spinola, Valencia, así como a la Brigada Motorizada del mismo cuerpo de 

seguridad en Naguanagua. Llevaron alimentos y ropas para los detenidos que en el caso de la Navas 

Spinola es una población que en ese momento superaba los 200 aprehendidos. 

 

En los centros de detención preventiva 

 

En el caso de la Policía Municipal de San Diego, familiares de detenidos destacaron que no han 

escuchado sobre ninguna actividad por la fecha. Lo que sí saben es que continúan los trabajos de 

mejoras del recinto en la zona donde está la sede del organismo.   

 

Recientemente se fugaron 17 detenidos que salieron por un boquete que da a la calle trasera a la policía. 

Uno fue hallado muerto, pero el resto del grupo no ha sido recapturado. 

 

“Lo que sí hay que decir es que he visto a los de la iglesia católica y a los evangélicos que se acercan a 

conversar con los presos, tratan de darle palabras de aliento”, afirmó María Rodríguez a las afueras del 

lugar, en San Diego. 

 

En el comando de la Policía Nacional Bolivariana entre Los Guayos y Valencia, no hay planificación de 

algún tipo de actividad por el día de Las Mercedes, confirmaron autoridades del lugar. 

 

Esta sede, que es de las edificaciones más nuevas en Carabobo, alberga a unos 129 detenidos a pesar de 

estar construida para unos 40 o 50. 
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Tampoco se conoce que hayan planificado algún tipo de actividad para conmemorar la fiesta religiosa en 

la Comandancia de PoliCarabobo en la Navas Spinola en Valencia. 

 

De igual manera ocurre en la sede de la Policía Municipal de Valencia, localizada enfrente de la plaza 

Bolívar de la capital carabobeña, que fue intervenida hace pocos días por el Ministerio de Interior, 

Justicia y Paz. 

 

V. Falcón: Los privados de libertad no conmemorarán su día

 

La comandancia de Polifalcón resguarda es el más hacinado centro de detención preventiva de la entidad occidental 

Fotografía: FC 
 

El 24 de septiembre, Día de Nuestra Señora de Las Mercedes, patrona de los privados de libertad, pasará 

“por debajo de la mesa” este año en el estado Falcón. El Ministerio Público, y más exactamente la 

Fiscalía 71, con competencia en Régimen Penitenciario, no tiene prevista la realización de ningún acto 

como se acostumbraba en el pasado, cuando se aprovechaba la ocasión para realizar operativos de 

diversa índole en favor de los reclusos, festividades de tipo religioso y hasta indultos presidenciales. 

 

El año pasado, conjuntamente con la Dirección de Saneamiento Ambiental, la mencionada dependencia 

del Ministerio Público efectuó una jornada sanitaria en el Centro de Detención Preventiva de Polifalcón 

(CDP), ubicado en Coro, capital del estado costeño. No obstante, este año no han recibido ninguna 

instrucción desde Caracas, informó una fuente extraoficial. 

 

Edisoe Sandoval, Defensor Delegado del Pueblo en el Estado Falcón, se mostró contrario a la 

realización de este tipo de eventos. 
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“Eso debe ser permanente, no solo el Día de Las Mercedes, porque es urgente, porque hay una situación 

que está afectando al privado de libertad, hay que darle un tratamiento individual a cada caso”, afirmó. 

 

El funcionario considera que se debe ejecutar un plan de descongestionamiento y llamarlo Jornada de 

Humanización por el Derecho a la Vida y a la Salud del Privado de Libertad, de manera que no sólo 

enfrente el retardo procesal. 

 

Sandoval informó que en el CDP de Coro hay 410 reclusos en estado de hacinamiento mientras que en 

el de Punto Fijo hay 270. 

 

“Se trata de establecimientos que no están capacitados ni estructural ni logísticamente para mantener 

privados de libertad. Hay que evaluar en qué condiciones está esa población: si tiene familia cerca, si es 

de esta entidad o no, permitir el ingreso de fármacos que les ordenen los médicos. A veces los 

funcionarios no lo permiten. Se debe crear dentro de estos CDP unas especies de boticas, con los 

medicamentos e insumos básicos para un dolor de cabeza, para atacar enfermedades endémicas como la 

escabiosis, la sarna. He visto en algunos privados unas ulceras en los pies parecidas a la Leishmaniosis, 

pensé que eso estaba descartado y aunque no puedo dar diagnóstico, creo que es parecido a la lepra”, 

reveló.  

 

En Falcón existen, al menos extraoficialmente, 11 CDP situados en las ciudades de Coro, Punto Fijo, 

Tucacas y Tocuyo de a Costa. Tres dependen de Polifalcón y son los que más hacinamiento padecen; 

uno pertenece a Policarirubana y otro al SEBIN (ambos en Punto Fijo, península de Paraguaná); tres son 

del Cicpc; uno de la PNB; y, uno del Ministerio para el Servicio Penitenciario. Este último es una 

Entidad de Atención a Adolescentes Varones. 

 

Entre todos, la población recluida suma casi unas mil personas entre adultos (mujeres y hombres) y 

adolescentes en su mayoría en condición de procesados. 

 

Además, hay dos penales: la Comunidad Penitenciaria de Coro que alberga 2.161 penados de los cuales 

1.979 son hombres y 182 son mujeres; y, el Centro de Residencia Supervisada Santa Ana de Coro (CRS) 

donde se desconoce el número de penados que allí pernoctan, por estar beneficiados con la medida de 

destacamento del trabajo. La dificultad para acceder a la información en estas instituciones es 

permanente ya que las autoridades tienen prohibido declarar por instrucciones expresas de sus superiores 

en Caracas. 

 

Sandoval aseguró que es preocupante el deterioro de salud de estas personas y por tal razón cree que, 

conjuntamente con el Ministerio Público, la Defensoría y la Medicatura Forense, se debe evaluar las 

condiciones en las que se encuentran.   

 

Pero esto debe hacerse en los centros de salud, previa autorización de los tribunales, porque en los CDP 

los forenses no tienen el equipo para diagnosticar adecuadamente, según dijo.  

 

“Estar privado de libertad también impacta a la familia en la parte económica. Hay muchos reclusos en 

estado de desnutrición y otros con enfermedades renales, hepáticas, tuberculosis que ha causado el 

deceso de varios internos” expresó. 
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Respecto de esta última enfermedad, fuentes que pidieron la reserva de su nombre, revelaron que en el 

CDP de Coro hay dos casos mientras que en la Comunidad Penitenciaria hay 32, los cuales son vigilados 

por médicos adscritos a la Secretaria de Salud estadal. El epidemiólogo regional, Francisco Leal, ha 

dicho que la enfermedad está controlada. 

 

El Defensor Delegado precisó que hace pocas semanas inspeccionó la Entidad de Atención a 

Adolescentes Varones, ubicada en Coro, donde constató que alberga unos 30 adolescentes a quienes les 

dan orden cerrado, tienen su uniforme, les dictan cursos, artesanía, carpintería y les dan buena 

alimentación. Cuando se trata de adolescentes femeninas se le otorgan medidas cautelares de privativa 

en su domicilio, luego de estar unas horas en Polifalcón, porque no hay un sitio para recluir mujeres. 

 

Informó que tenía previsto visitar los CDP de la entidad para conocer el número de recluidos y las 

condiciones en las que están. 

 

El 2 de septiembre de 2017, la ministra Marlenys Contreras inspeccionó la Comunidad Penitenciaria de 

Coro e informó sobre la realización del denominado Plan Cayapa del 23 al 27 de octubre, pero no se 

refirió a los CDP. En estos operativos, que no se hacían en Coro desde 2013, se revisan los expedientes 

de los privados de libertad y se otorgan medidas cautelares sustitutivas a quien le corresponda.  

 

VI. Lara:  Las peticiones a la virgen de Las Mercedes van para los 

reos que no reciben visita 

 

 
Familiares acuden a visitar a sus parientes privados de libertad en Barquisimeto  

Fotografía: Cortesía 

 

Julián Lorenzo Peroza fue detenido junto a dos hombres más en el barrio El Cují al norte de la ciudad de 

Barquisimeto. Cuatro funcionarios de la Policía Municipal de Iribarren los detuvieron para requisarlos 
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en febrero de 2015 y a uno de ellos le precisaron un arma de fuego solicitada en un robo. Este hombre de 

25 años, los primeros meses de encarcelamiento, recibía la visita de su mamá Carmen, una empleada de 

mantenimiento del centro comercial Sambil, pero desde agosto de 2016 no la vieron más por el lugar.  

 

“Al chamo Julián como que lo abandonaron. Yo no he visto a más nadie que lo visite. Ni su abogado se 

ve por aquí. Las oraciones no solo son para mi hijo sino para su compañero de celda porque ellos se 

cuidan uno al otro” fue lo que dijo Maria Cecilia Túa, madre de otro reo en Polimunicipal, cuando relata 

a quien dedica las plegarias que le hace a Dios y a la virgen de Las Mercedes, a patrona de las personas 

privadas de libertad.  

 

Sin tener mucho conocimiento de novenas u oraciones, ni tener detalles del ritual que debe cumplirse 

por 27 días para honrar a la virgen, María Cecilia dice que cada súplica atina con la de la mayoría de las 

madres y esposas de los reos: “La virgen y nuestro padre (Dios) deben ser como los liberadores de 

nuestros muchachos y de los que no tienen a nadie para que se reintegren a la sociedad y dejen el 

sufrimiento que hay detrás de esos barrotes”.  

 

Pedir a Dios, a la Divina Pastora (por ser la patrona sentimental del estado Lara) y a Las Mercedes no se 

hace esporádicamente o cada septiembre. “Se hace todos los días” confiesa Laura Yépez esposa de un 

hombre capturado por robo de vehículo que está junto a 19 reos más en el Centro de Coordinación del 

municipio Palavecino de la Policía de Lara (Polilara).  

Cada rezo lleva decenas de peticiones que van desde la más general, que es la libertad total, hasta la más 

particular, por comida diaria o agua para asearse.  

 

“Aquí en La Mata (Palavecino) hay muchos presos en unas celdas pequeñas. Están como sardinas. Hay 

unos que hasta los meten en las cabinas de patrullas viejas o accidentadas” relató Yépez, cuando hizo 

referencia que las plegarias que muchas esposas hacen para sus familiares es mejorar las condiciones 

mientras se encuentran en los centros de detención preventiva.  

 

En el Centro de Coordinación de Andrés Eloy Blanco de Polilara la petición se dirige para que acabe en 

el hacinamiento en esta comisaría, que es la sede policial encargada de albergar privados de libertad de 

gran parte del oeste de Barquisimeto, uno de los sectores más peligrosos de la región larense.  

 

“Aquí también hay que pedirles a los fiscales, a las autoridades como ocurrió en enero cuando hubo 

huelga. Apenas supieron el conflicto llegaron los representantes de la Fiscalía hablaron con los 

detenidos y agilizaron el tema de los traslados y después de la visita suspendieron la huelga”, destacaron 

los familiares consultados.  

 

Destitución y rehabilitación  

 

Familiares de los menores de edad que se encuentran internados en el Centro Socioeducativo Pablo 

Herrera Campins, conocido también como el retén del Manzano, coinciden en que una solicitud que le 

harían a la virgen de Las Mereces es la destitución de subdirector del lugar, Willy Mastrángello, por 

supuestos maltratos contra ellos. 

 

“El subdirector tiene que ir preso o que lo destituyan, porque él alienta a la violencia entre los 

muchachos y la situación no puede ser así. Se supone que este es un lugar para rehabilitarlos, no para 
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infundirles más problemas”, detalló la mamá de uno de los presos quien aprovechando la ocasión de la 

entrevista dijo que solicitaría a la virgen que hayan mejores en El Manzano para que todos los 

muchachos allí detenidos puedan enderezar su camino en la vida.  

 

Cabe recordar que 13 de septiembre de 2017 en ese centro un adolescente de 17 años fue decapitado en 

una riña interna y que los familiares de los internos siguen denunciando al subdirector por motivar este 

conflicto.  

 

Sobre la actitud de Mastrangello confesaron que su actitud de maltrato no para por más que lo 

denuncien. “Siempre que habla uno con ellos, nos llegan diciendo que él les pega o que les grita. No lo 

quieren aquí y eso él como que no lo entiende”, soltó una mamá con los ojos inundados en lágrimas.  

 

VII. Mérida: Estado venezolano no garantiza alimentación de privados de libertad  

 

 
Privados de libertad recluidos en Polimérida padecen por falta de alimentos 

Fotografía: Nora Sánchez 
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En los andes venezolanos, específicamente en el estado Mérida al occidente del país, hay una población 

penal de aproximadamente 752 personas. 

 

Estos privados de libertad se encuentran recluidos en las diferentes secciones de registro y control de 

detenidos de los centros de coordinación policial (CCP), estaciones y unidades del Instituto Autónomo 

de Policía del estado Mérida (IAPEM), conocido también como Polimérida y de otros organismos de 

seguridad como el Cuerpo de Investigaciones Científicas, Penales y Criminalísticas (Cicpc) y hasta en 

centros hospitalarios. 

 

463 procesados pasan sus días en los calabozos donde el hacinamiento es el común denominador de 

estos recintos, mientras que 286 sentenciados esperan ser trasladados a un centro de reclusión donde 

paguen su condena, pero eso desde hace ya aproximadamente siete años no sucede. 

 

En los calabozos de Polimérida, ubicados en el sector Glorias Patrias de la ciudad de Mérida, 

permanecen 250 reclusos en un espacio destinado para máximo 80 personas. 

 

A ellos, así como al resto de la población penal que se encuentra en los calabozos de los CCP, los cuales 

pasaron a ser retenes, el Estado venezolano no les garantiza la alimentación, problema que se suma al 

retardo procesal, hacinamiento, enfermedades, entre otros que a diario padecen los privados de libertad. 

 

“La comida no se le garantiza a los reclusos, ellos comen porque los familiares le traen diariamente la 

comida”, afirmó un funcionario policial quien dijo estar consciente de que es deber y responsabilidad del 

Estado alimentar a los reclusos pero “desde hace muchos años no se les da la comida”, dijo indiferente a 

esta realidad. 

 

Para los familiares de los reclusos, además del trauma y el gasto que implica tener a alguien tras las rejas 

en un lugar donde sus derechos humanos son violados de manera reiterada, el hecho de que el Estado no 

garantice la alimentación es una carga más pesada aún, toda vez que exponen la crítica situación de 

escasez y desabastecimiento de alimentos que hay en Mérida, así como en el país. 

 

De manera religiosa María Márquez, esposa de un recluso, lleva la comida y para ella cumplir con esa 

obligación invierte dinero en pasajes para su traslado tantas veces se alimenta su pareja, en comprar 

alimentos con sobreprecios a quienes negocian con la comida porque dice no tener tiempo de hacer colas 

para comprar comida y en el gasto básico que representa tener un privado de libertad. 

 

Así las cosas, son los familiares de los reclusos quienes asumen la responsabilidad del Estado en medio 

de una crítica situación económica donde ni siquiera se le garantizan los alimentos a quienes viven en 

plena libertad y no han cometido delito alguno. 

 

Ni un rayito de sol 

 

El hacinamiento en los retenes de Polimérida llega al 300%. 

 

Funcionarios policiales aseguran que en los calabozos del retén de Glorias Patrias ya no hay celdas, pues 

las mismas debieron ser retiradas para acomodar a los reclusos en espacios donde ni siquiera entra un 

rayo de sol. 
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Según relato de funcionarios policiales encargados de la vigilancia y control del recinto, los privados de 

libertad apenas reciben sol cuando se bañan en un espacio que tiene dos retretes y dos duchas para que 

las usen 250 reclusos. 

 

A ello se le suma que hacen sus necesidades fisiológicas en potes o bolsas que luego desechan, pues en 

medio del hacinamiento muchos no tienen derecho a usar un baño para tal fin. 

 

En el Centro de Coordinación Policial de Ejido, municipio Campo Elías del estado Mérida, los privados 

de libertad gozan de una hora y media en la mañana y una hora en la tarde para que se bañen, en un 

espacio que está al aire libre y hasta residentes de la zona pueden divisarlos. 

 

En los calabozos del Cicpc sub delegación Mérida se encuentran 177 privados de libertad en un espacio 

previsto para sólo 30 personas, allí conviven personas con enfermedades como tuberculosis y escabiosis, 

entre otras comunes en todos los retenes como las bronquiales. 

 

Hay indiferencia a las peticiones  

 

Durante el primer semestre del año 2017, reclusos del CCP de Lagunillas, municipio Sucre del estado 

Mérida, realizaron una huelga de sangre de 72 horas en protesta por el hacinamiento. 

 

Los privados de libertad levantaron la protesta ante la indiferencia de las autoridades quienes no 

gestionaron traslados o solicitaron agilizar los procesos judiciales. 

 

En el CCP de Tovar, capital del municipio homónimo, los privados de libertad recibieron disparos de 

perdigón cuando también exigieron agilidad en los procesos judiciales. 

 

Los heridos no recibieron asistencia médica calificada ni oportuna y presentaron infecciones en las 

suturas, así como leves cuadros de desnutrición ante la falta de comida. 

 

El nivel de retardo procesal en los retenes de Mérida fue ilustrado por un funcionario de Polimérida con 

el caso de un joven solicitado en la ciudad de Caracas quien tras año y medio de prisión en el retén de 

Glorias Patrias, hace apenas tres meses fue traslado a la capital del país para su juicio. 

  

Mutismo penitenciario 

 

Conocer a groso modo qué ocurre con los internos del Centro Penitenciario de la Región Andina 

(Cepra), ubicado en San Juan de Lagunillas, municipio Sucre del estado Mérida, es todo un misterio. 

 

Pocos saben quién dirige el centro de reclusión, nadie habla ni comenta nada sobre el Cepra donde reina 

un mutismo producto de una orden del Ministerio para el Servicio Penitenciario a quienes sus 

trabajadores deben pedir permiso para informar de actividades previstas para conmemorar el día de la 

virgen de Las Mercedes, entre otras. 

 

Jessica Colmenares, directora del anexo femenino del Cepra no respondió las interrogantes hasta tanto el 

ministerio lo autorice y contactar al director del penal, Leonardo Romero, fue imposible, por lo que el 
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hermetismo reina entorno a este recinto penitenciario sobre el cual existe una medida de protección de la 

Corte Interamericana de Derechos Humanos desde hace ya aproximadamente dos años. 

 

VII. Monagas: Los presos viven con hambre y rodeados de 

tuberculosis 

Familiares de privados de libertad en la Policía del estado Monagas y Polimaturín consideran que la 

atención de los enfermos es nula por parte de las autoridades de seguridad 

 
En Polimaturín los privados de libertad pasan hambre   

Fotografía: Cortesía 
 
Los derechos humanos son inalienables, de hecho, así lo declara las Naciones Unidas que también 

establece que el derecho a la libertad se puede restringir si un tribunal de justicia dictamina que una 

persona es culpable de algún delito. Lo que no se puede restringir es el derecho a la salud y la 

alimentación, derechos que en el caso de los privados de libertad venezolanos parecieran omitirse. 

 

En Maturín, capital del estado Monagas, ubicada al nororiente de Venezuela; los familiares de los 

reclusos están cansados de denunciar las condiciones infrahumanas en las que estos habitan y la 

vulneración constante de los derechos humanos. En todo esto, hay algo que les preocupa y es el hecho 

de que cada día son más los reclusos que pasan hambre y que contraen enfermedades que se suponía 

estaban erradicadas o controladas. 

 

Vivir con hambre es algo a lo que ya se acostumbraron los detenidos en los calabozos de la Policía del 

estado Monagas y la Policía municipal de Maturín, los principales centros de reclusión preventiva en 

esta ciudad.  
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Para junio, en Polimonagas estaban recluidas 459 personas de los cuales 446 son hombres y 13 mujeres; 

teniendo una capacidad de reclusión de 80 presos, lo que permite inferir que el hacinamiento ronda un 

573,75 por ciento. En el caso de Polimaturín, 75 hombres y cinco mujeres permanecían recluidos en sus 

celdas. 

 

La capacidad de este centro de detención preventiva es para 40 privados de libertad, lo que refiere un 

hacinamiento de 200 por ciento. 

 

El hacinamiento y la falta de espacios limpios en donde vivir permiten a los virus y bacterias 

reproducirse con facilidad. En Polimonagas, los espacios para la coexistencia de los presos se hacen 

cada día más peligrosos porque la limpieza no está garantizada.  

 

Techos rotos, desagües al descubierto, colchones rotos, ventanas partidas, cuartos sin ventilación y 

baños sucios, forman parte del medio ambiente en el que conviven los hombres en los calabozos de la 

Policía del estado, según revelan algunos familiares, que prefieren mantener sus verdaderos nombres en 

el anonimato para evitar represalias en contra de los privados de libertad. 

 

La aglomeración de reclusos en espacios reducidos ha hecho que al menos 20 privados de libertad 

padezcan de tuberculosis, enfermedad controlada en Venezuela desde hace 25 años.  

 

Los detenidos enfermos permanecen en una especie de ala de aislamiento improvisada en la que les da el 

sol y el agua de lluvia se mete. “Todos están juntos y muy poco salen a convivir con los demás para 

evitar que la enfermedad se propague entre los reclusos, pero eso es algo que no se puede evitar porque 

está en el ambiente”, menciona Milagros Brito, identidad protegida de una madre de un muchacho de 24 

años de edad, detenido por droga. 

Mientras esperaba pasar a entregar la comida a su hijo, narró que los apresados no tienen acceso a la 

asistencia médica con frecuencia, salvo cuando alguno se agrava. El permiso judicial de traslado no es 

entregado con tiempo y por ello es que ninguno de los 20 enfermos acude con frecuencia al Hospital 

Universitario “Dr. Manuel Núñez Tovar” para recibir el tratamiento, que es suministrado por el sistema 

de salud público. 

 

“Me da dolor cada vez que los veo asomados y todos amontonados en un espacio pequeño”, expresa. Lo 

que ha podido observar de los detenidos es que la mayoría tiene un color amarillento en la piel, están 

delgados, ojerosos y con la piel seca. 

 

Milagros considera que el Gobierno ha hecho poco para atender la situación de los centros de detención 

preventiva. Entre los otros problemas con los que conviven los detenidos se encuentran la reducción de 

espacios en donde habitar, el retraso procesal y la falta de alimentos. 

 

Betzaida Pérez, otro nombre protegido, denuncia que en ocasiones los policías les quitan los alimentos y 

los artículos de limpieza a los presos, algo que ya han denunciado. Considera que, para el Día de Las 

Mercedes, patrona de los privados de libertad, si algo deberían ofrecer las autoridades carcelarias es 

mejores espacios a los reclusos y garantizar sus derechos humanos. 
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Hambre ronda los pasillos  

 

En Polimaturín, los privados de libertad padecen las mismas carencias que aquellos recluidos en 

Polimonagas, pero si algo les preocupa a quienes hacen trabajo social de parte de las iglesias 

evangélicas, es el hambre que ronda los pasillos. 

 

Al menos 10 reclusos no reciben comida al día y cuando comen lo hacen porque los voluntarios llevan 

los platos de comida. “Adentro hay jóvenes con los huesos pegados a la piel, porque están desnutridos. 

Allí sobrevive quien tiene familia en Maturín y puede llevarles todos los días”, sostiene una voluntaria, 

quien también prefiere el anonimato. 

 

Esos 10 reclusos tienen familia en municipios como Ezequiel Zamora, Libertador y Bolívar, ubicados en 

la zona oeste, sur y noroeste de la capital monaguense. 

 

La mujer explica que también hay casos de detenidos que aun cuando sus familiares viven en Maturín, 

solo reciben alimentos cada tres días porque los recursos económicos no les alcanzan para viajar a 

diario. Un pasaje en autobús cuesta 300 bolívares en rutas cortas y 400 en carrito por puesto; en 

promedio los familiares de los privados de libertad necesitan de 2.000 bolívares diarios para ir a 

Polimaturín o Polimonagas. 

 

Recientemente, Una Ventana a la Libertad denunció que en la comunidad José Antonio Sucre los 

vecinos escuchan a los presos clamar por comida, en especial durante las noches. Romero menciona que 

la escasez de productos ha obligado a los familiares a bajar la cantidad de alimentos que entregan. 

 

“La situación es crítica y tenemos un Estado que no se preocupa por nuestros presos”, reflexiona.  
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IX. Nueva Esparta: Enfermedades, hacinamiento y retardo procesal 

cercan a los privados de libertad  

 

El retardo procesal afecta a privados de libertad en Nueva Esparta 

Fotografía: Sebastián Guido 

 

Los centros de detención preventiva se han convertido, sin duda alguna, en las nuevas cárceles del 

estado Nueva Esparta, en el oriente venezolano. El retardo procesal ya existente se sumó a la decisión 

del Ministerio del Servicio Penitenciario de desalojar a los 1.828 detenidos en el Internado Judicial de 

San Antonio, municipio García, en febrero del 2016. Desde entonces los privados de libertad 

permanecen enfermos, en una grave situación de hacinamiento, en los calabozos de los cuerpos 

policiales, donde no cuentan con las condiciones y recursos para garantizarles sus derechos humanos. 

 

En esa fecha las autoridades prometieron que en dos meses sería reconstruido este centro, para imponer 

el régimen penitenciario que entró en vigencia en el país el 26 de julio de 2012, sin embargo, la ministra 

Mirelys Contreras visitó Margarita el 9 de septiembre de 2017 y dijo que aún no tienen definido cuándo 

abrirán nuevamente el internado. Hasta ahora solo han rehabilitado un anexo en el que mantienen a 100 

hombres procesados, que habían llevado a otros estados, para que estén allí mientras cumplen sus actos 

judiciales. 

 

En el anexo femenino de este centro están recluidas 96 mujeres y aunque se les está garantizando la 

alimentación, el estudio, deporte, sus visitas familiares y otros derechos que les corresponden, según la 

legislación venezolana, como el acceso a un uniforme, espacios adecuados con buena higiene, 49 de 

ellas solo están procesadas y siguen esperando su pena. 
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Los privados de libertad masculinos que desalojaron fueron llevados al penal de Puente Ayala en 

Barcelona, estado Anzoátegui; y las cárceles de Tocuyito, en Carabobo; Vista Hermosa, en Bolívar; 

Tocorón, en Aragua; y La Pica, en Monagas. La cifra ya supera las 2.000 personas según declaró Milka 

Olivero, alta comisionada de Derechos Humanos y Asuntos Internacionales del Ministerio del Servicio 

Penitenciario. Los familiares de algunos detenidos consideran que a los que trasladaron no se les respeta 

su derecho a recibir visitas, pues la mayoría son de bajos recursos y sus familiares no pueden viajar para 

verlos. Para ellos lo legal es que los dejen en sus estados. Otros están contentos porque al permanecer en 

centros en los que está implementado el régimen penitenciario cuentan con sus tres comidas diarias y 

mayor protección que la que tendrían en la calle. 

 

Olivero aseguró que a quienes se encuentran en estos recintos se les respetan al 100% sus derechos 

humanos y que la dirección que maneja está realizando un arduo trabajo para que cada semana trasladen 

a Nueva Esparta entre 80 y 100 privados de libertad para sus juicios. Indicó que se les está haciendo 

seguimiento a sus casos y que muchos de ellos han salido en libertad. Con respecto a las privadas que se 

encuentran procesadas, afirmó que su condición será aclarada con el nuevo cronograma del Plan Cayapa 

anunciado por la Ministra para todo el país. Este se realizará entre el 18 de septiembre y el 27 de octubre 

del 2017. 

 

Sin derechos humanos 

 

Los centros de detención preventiva son prueba evidente de que existe violación a los derechos humanos 

de los privados de libertad. Estos recintos, que deberían ser centros de paso, por un máximo de 48 horas 

en el caso de los adultos, albergan a detenidos hasta por lapsos de tres años en Margarita. 

 

La principal característica es que conviven en espacios reducidos, lo que los deja en una condición de 

hacinamiento e insalubridad, a la que se agrega la falta de medicamentos, agua y la capacidad de hasta 

moverse. Esto se repite en casi todos los calabozos de la entidad ubicados en las estaciones policiales y 

militares. En las bases de la policía del estado en Pampatar, Maneiro; Los Cocos y Ciudad Cartón, en 

Mariño; y La Asunción, Arismendi; al igual que en el Cicpc de Porlamar tienen la mayor cantidad de 

detenidos, de acuerdo con las informaciones suministradas por varios funcionarios bajo anonimato. 

 

En PoliArismendi están detenidas 12 personas en un espacio de 4x4 en el que máximo deberían estar 5. 

Allí reciben la comida que les llevan sus familiares, duermen en hamacas y colchonetas. Todos esperan 

sus juicios, comentó el director Darwin Silva. En la Policía de Maneiro tienen dos calabozos de 3x2, con 

capacidad para 8 privados, pero tienen recluidos a 42. Algunos permanecen en sus hamacas, guindadas 

encima de los que se encuentran sentados o acostados, uno al lado del otro, con el riesgo de ocasionarse 

algún daño a sí mismos o a sus compañeros si se caen. En estos se encuentran los considerados de alta 

peligrosidad. El resto, cuatro menores de edad, una mujer, ocho policías y otros detenidos, está en un 

espacio más amplio, en el que realizan trabajos hasta de mecánica a las patrullas. De los 43 solo 6 están 

penados. Los alimentos se los llevan sus familiares, a veces solo comen una vez al día, informó el 

director Edgar Mata. 

En este centro no hay epidemias ni enfermedades, pero en otros sí. El director de PoliMariño, Anthony 

Frontado, denunció que en los últimos meses han reportado cinco casos de tuberculosis. También hay 

una epidemia de escabiosis y algunos con Sida. En un espacio de 5x4 tienen a 109 privados, la 

capacidad es para 30. Solo seis están penados. 
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La situación de hacinamiento pone en riesgo tanto a los reclusos como a los funcionarios y los traslados 

son cada día más difíciles de concretar. En el Centro de Internamiento de Los Cocos, para menores de 

edad, tienen recluidas a 65 personas, su capacidad es para 30, no aceptan ni a los recapturados de las 

últimas fugas. Un funcionario afirmó que una vez permitieron la entrada de un joven a cambio de un 

candado. 

 

Los representantes de las policías municipales reiteran su llamado a las autoridades, a los jueces y 

defensores a que cumplan su deber y las leyes para resolver esta situación. Una de las exigencias es que 

agilicen los cupos desde el Ministerio del Servicio Penitenciario para trasladar a los detenidos, pues 

tienen más de un año solicitando a través de un correo electrónico, como se les pide, y no les han dado 

ni uno. Además, deben entregar kits con colchonetas, almohadas, sábanas, uniformes, toallas, jabones y 

zapatos deportivos, para lo cual no tienen recursos. 

 

Por todo esto, este 24 de septiembre, cuando se celebra el Día de la Virgen de Las Mercedes, los 

privados de libertad más que celebrar aseguraron que pedirán a su patrona libertad, que los ayude para 

que respeten sus derechos, sabiduría para sus defensores y responsabilidad para que los jueces y fiscales 

cumplan objetivamente con su trabajo. En los centros preventivos no tienen previsto realizar ninguna 

actividad conmemorativa. Sin embargo, en el Internado Judicial de San Antonio contarán con una misa 

y juegos deportivos entre los anexos masculino y femenino. 

 

 

X.  Presos en patrullas e irregularidades en la comida en 

Polisancristóbal 

 

En Táchira usan patrullas como calabozos 
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Fotografía: Cortesía  

 

El abogado y concejal del municipio San Cristóbal Gustavo Rangel, denunció que en la sede de la 

Policía de San Cristóbal, en la ciudad homónima, capital del estado Táchira (sur-occidente del país) 

algunos detenidos están recluidos en patrullas policiales. A su juicio, es un hacinamiento que evidencia 

la violación de los derechos humanos al tener detenidos dentro de esas unidades. 

 

Explicó que en Polisancristóbal hay 31 privados de libertad que están distribuidos entre las mini celdas, 

la Brigada Canina y hasta en oficinas administrativas. 

 

“Hago un llamado al Ministerio de Asuntos Penitenciarios y a las autoridades municipales porque si 

nosotros pregonamos la defensa de los derechos humanos, debemos procurar que, en nuestro municipio, 

en nuestra policía municipal, también exista la defensa de los derechos de los detenidos en estos centros 

de prevención preventiva. (…). Hacemos un llamado al Ministerio porque es una situación precaria, 

difícil que viven los familiares de los detenidos; allí incluso tenemos la información, la evidencia de que 

los privados de libertad tienen que hacer sus necesidades en unos potes, en unos frascos; están allí 

prácticamente expuestos a la lluvia, el calor”, dijo el edil. 

 

Rangel también denunció que, pese a que hay un presupuesto para alimentar a estas 31 personas, no se 

prepara la comida en la policía, sino que a un restaurante de la ciudad se le compran 60 platos y por ello 

no se entiende por qué se les solicita la comida a los familiares y también exige saber a quién se le dan 

estos 60 servicios ya que no llegan a la sede policial. 

 

En Policárdenas: Desde hace tres años espera traslado 

 

En la Policía de Cárdenas actualmente no hay hacinamiento, sin embargo, la infraestructura de ese 

centro con sede en Táriba, no está adecuada para mantener por largo tiempo a personas. 

 

Esta situación afecta a un hombre que hace tres años fue sentenciado y desde entonces espera ser 

traslado al Centro Penitenciario de Occidente o cualquier cárcel del país. “Aquí lo grave no es solo que 

no ha sido llevado a donde le corresponde por ley, sino que esta persona no ha tomado sol ni puede 

hacer una especie de ejercicios porque no tenemos espacios acondicionados para ello”, refiere una 

fuente de Policárdenas. 

 

La misma situación se presenta en Politorbes. Desde el año pasado, el alcalde Alberto Maldonado ha 

denunciado que en los calabozos de Politorbes hay hacinamiento. En esa institución ha habido conato de 

motín y hasta amenaza de huelga sin que el Ministerio haya dado solución a esa situación. 

 

En resumen, el hacinamiento reflejado en condiciones inhumanas, la pésima o nula alimentación, así 

como el maltrato físico y psicológico que reciben, aunado a extorsiones y retrasos procesales, en fin, la 

recurrente violación de los derechos humanos a la que están siendo sometidos los privados de libertad en 

los centros de detención preventiva del estado Táchira, tanto los policiales como militares, se ha 

mantenido durante el último año en menor o mayor medida. 

 

Esporádicamente, instancias judiciales aplican el Plan Cayapa, otorgando beneficios de casa por cárcel, 

medidas de presentación periódica o el traslado a centros idóneos, pero órganos como la Defensoría del 
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Pueblo, al que le compete directamente el velar por el respeto a los derechos e integridad de los privados 

de libertad, sencillamente no cumplen su trabajo. 

 

Tras denuncias hechas públicas a través de los medios de comunicación sobre esta realidad de violación 

de los derechos humanos en estos centros, las autoridades intentan callar las críticas, al menos 

agilizando el traslado de estos a internados o centros penitenciarios más adecuados, pero en el efímero 

intento que se extiende por no más de 10 días, solo un 10 a 15 por ciento de los detenidos son 

trasladados, cada 3 o 4 meses. 

 

El resultado de toda esta cruda situación que viven los privados de libertad en Táchira a causa de los 

factores ya descritos ha generado fugas masivas de detenidos, como ocurrió en abril pasado en el Cicpc 

de San Antonio del Táchira, o en Polisancristóbal, donde también se presentó otra fuga en mayo de 

2017. 

 

Pero el ejemplo más latente, engendrado de la conjunción de todas esas necesidades, abusos, 

irregularidades y corrupción ya descritas, lo representa   el motín generado en Politáchira, en septiembre 

de 2016. 

 

Sangriento motín en Politáchira destapó olla podrida que aún persiste en los CDP 

 

El sorpresivo y sangriento motín que se presentó en los calabozos de Politáchira, que se extendió por un 

mes, desde el 8 de septiembre hasta el 7 de octubre de 2016, dejó al descubierto una verdadera olla 

podrida que pese a que se especulaba existía, no se había podido confirmar con pruebas. 

 

El motín inició con la toma de 11 rehenes, 9 de ellos mujeres, visitantes de los privados de libertad, 

además de dos funcionarios policiales que fueron sometidos con armas de fuego. 

 

La primera evidencia de las irregularidades que allí ocurría y siguen ocurriendo, fue que, obviando la 

utilización de locutorios, los presos tenían contacto directo con los visitantes, lo que facilitó que los 

sometieran fácilmente al momento de hacerlos rehenes. 

 

Seguidamente, el tema de la complicidad o de dádivas entre policías e internos, pues la existencia de las 

armas de fuego en manos de los amotinados, así lo dejó expuesto. Por esta razón cinco efectivos 

policiales de bajo rango que para ese momento prestaban servicio en los calabozos, fueron, al terminar la 

revuelta, detenidos y procesados por su presunta complicidad en el ingreso de las armas a las celdas, 

muy a pesar que ellos mismos declararon que solo seguían órdenes de sus superiores, superiores que 

valga decir, ni siquiera fueron llamados a declarar. 

 

Tras iniciarse el motín, tanto familiares de los reos, como políticos y dirigentes vecinales aprovecharon 

para denunciar lo que se sabía y nadie decía: en el cuartel de prisiones de Politáchira cometen 

extorsiones, cobros de policías a presos para permitirles desde visitas conyugales, visitas de hijos 

menores de edad, hasta proveerles una mejor celda, o el ingreso (como se evidenció) de objetos no 

permitidos como celulares, televisores, radios y hasta armas, entre otros. 
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Y también, extorsiones de presos a presos, consistentes en solicitar a familiares de un reo víctima del 

delito, altas cantidades de dinero a cambio de no golpear, mutilar o asesinar a ese ser querido que se 

encuentre tras las rejas. 

 

Tres de estas graves y delicadas irregularidades cometidas tras muros del cuartel de prisiones de 

Politáchira, salieron escandalosamente a la luz pública durante el motín, cuando se conoció que una 

menor de edad, novia de uno de los internos que durante la revuelta fue asesinado y su cadáver 

"desaparecido", salió embarazada tras una de las visitas que le hizo al muchacho, identificado como 

Anthony Correa. 

 

Otro hecho que también pasó en el interior de los calabozos, gráficamente se reveló a través de unos 

vídeos que los mismos amotinados se encargaron de difundir, mientras mutilaban los dedos de un preso 

al que tildaban de "paraco” y de otro, golpeado, a quien, con una soga atada al cuello, también aparecía 

sometido por al menos dos internos, que lo amenazaban con un cuchillo. 

 

Juan Carlos Herrera, padre de otro privado (con el mismo nombre) también denunció que antes de 

iniciar el motín, dos jefes de los calabozos de Politáchira, lo llamaron por teléfono para exigirle dinero a 

cambio de darle a su hijo una celda más segura por cuanto era vox populi que corría peligro de muerte, 

en razón de que estaba encerrado con reos enemigos. 

 

Herrera no aceptó porque no tenía el dinero y tras conocer que su hijo fue asesinado y su cadáver 

"desaparecido" durante el motín, formuló la denuncia, tanto por la extorsión que le hicieron como por el 

fallo del Estado al no proveerle seguridad a su hijo, aun siendo un privado de libertad, pero un año 

después, la denuncia no ha prosperado. 

 

Tampoco, a más de un año, los cadáveres de estos dos jóvenes (Correa y Herrera -hijo-) no han 

aparecido. Según otros privados de libertad, luego de ser asesinados, los amotinados los descuartizaron y 

sus restos comidos por otros presos, bajo amenaza de muerte. 

  

Entre los pocos restos humanos que luego del motín, el Cicpc logró colectar en los calabozos, no se 

encuentran los de estos dos muchachos. Las pruebas de ADN no coinciden con ninguno de ellos, lo que 

da fuerza a la tesis de que no fueron sólo dos los asesinados, sino cinco, entre ellos dos de los llamados 

"paracos", de acuerdo a lo que han comentado otros internos que ya salieron en libertad, pero que en su 

momento fueron testigos presenciales y víctimas a la vez, de la insólita atrocidad que se cometió en el 

cuartel de prisiones de Politáchira.  
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XI. Zuia: Incremento de las detenciones agudiza el hacinamiento, la 

hambruna, enfermedad de reos y sobornos en comandos policiales y 

retenes 

 

Familiares esperan para hacer visitas en Policía Municipal de San Francisco 
Fotografía de José Nava  

 
En los 63.100 km² de extensión de Zulia, estado ubicado al occidente de Venezuela, aprehenden 

semanalmente entre 400 y 550 presuntos delincuentes en las operaciones policiales, según Luis Alberto 

Morales, coordinador occidental de la Policía Nacional Bolivariana y de la Gran Misión A Toda Vida 

Venezuela, plan de seguridad implementado por el gobierno nacional. Cada detenido espera por su 

audiencia de presentación en los calabozos del cuerpo de seguridad que lo capturó. Su permanencia o no 

en las celdas de las Policía municipales de los 21 municipios o en los comandos de la Guardia Nacional 

Bolivariana y el Cuerpo de Policía Bolivariana del Estado Zulia (CPBEZ) dependerá de la decisión del 

tribunal. Un porcentaje, no determinado por el Palacio de Justicia, regresa a la calle bajo régimen de 

presentación periódica. El otro restante retorna, indefinidamente, al calabozo policial o lo reubican en el 

retén de Cabimas o San Carlos de Zulia. 

 

En Maracaibo se ejecutan al menos 60 % de las detenciones y desde la clausura, el 6 de abril de 2016, 

del Centro de Arrestos y Detenciones Preventivas de El Marite, al oeste de la ciudad; y en 2013 de la 

Cárcel Nacional de Maracaibo, en Sabaneta, colapsaron los espacios en los comandos de la capital del 

estado y sus municipios aledaños.  
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Tirados en el piso de granito o de pie conviven 40 reclusos en un espacio construido para 10 en el Eje de 

Homicidios del Cuerpo de Investigaciones, Científicas, Penales y Criminalísticas (CICPC). A las 

mujeres las ubican en los pasillos, las esposan a las sillas o a las paredes. La Subdelegación Maracaibo 

no escapa de la sobrepoblación, su calabozo lo fabricaron para 20 presos y en la actualidad lo habitan 

100. En ninguno hay ventanas ni entra la luz solar. El Ministerio de Asuntos Penitenciarios decide a 

quien trasladan y a quien no, luego de que lo privan de libertad o sentencian. 

 

En una encuesta a una docena de familiares, todos coincidieron en las mismas denuncias: deben pagar 

como mínimo cinco mil bolívares para ingresarles comida a sus internos y cancelar hasta 30 mil para 

conseguir un traslado a tribunales. “No obligan a pagarlo, pero lo piden como ayuda. Quien tiene lo da, 

pero el que no debe esperar hasta que ellos quieran”. 

Para acudir a las visitas, los parientes deben vestirse de blanco, esperar por horas debajo del sol, a 

temperaturas superiores a los 40 grados centígrados; desnudarse en los baños del cuerpo detectivesco y 

someterse a requisas exhaustivas. “Nos silban para entrar y salir”. 

 

Un ama de casa y esposa de un interno, omitiremos el nombre por temor a represalias contra el detenido, 

denunció que dentro se ejerce cierto pranato. “El control es de quienes tienen más tiempo en los 

calabozos”. Mientras que un oficial comentó que ellos solos se organizan adentro y el más antiguo, con 

tres años de permanencia en el área, ejerce la vocería del resto. “Se ha escuchado de violaciones entre 

ellos, pero ninguno denuncia o habla del tema”. 

 

Algunos internos les comentan frecuentemente a sus parientes sobre el calor infernal en las 

instalaciones, que se turnan para orinar y defecar en un baño cuando el funcionario los deja salir, que un 

par de compañeros padece de tuberculosis, pero todos se contagiaron de escabiosis, sarpullido y herpes. 

No se bañan. Solo les permiten cambiarse de ropa cuando les corresponde audiencia en el Palacio de 

Justicia. 

 

Quienes requieren de tratamiento deben entregarles las pastillas a los detectives. “Debemos destapar la 

tableta delante de ellos y dársela en la mano para que ellos se las entreguen”.    Solo sacan a los reclusos 

a un hospital con la orden de un tribunal, aunque la enfermedad sea grave. El tiempo, los detenidos lo 

consumen hablando o jugando cartas. En algunas ocasiones, los detectives los obligan a colaborar con el 

mantenimiento de las áreas externas, pintar, barrer, destapar las cañerías y cargar agua. 

 

El hacinamiento, la falta de agua potable y comida para los reclusos se repite en la sede central del 

Comando General de la Policía de Maracaibo (Polimaracaibo), en la Vereda del Lago; cuerpo de 

seguridad intervenido, desde el 25 de febrero de 2015, por el Ministerio de Interior, Justicia y Paz. Uno 

de sus oficiales explicó que cuentan con tres celdas, cada una de dos por tres metros cuadrados. Todas 

las ocupan los hombres, 100 internos. A las cinco mujeres, dos de ellas embarazadas, las ubican en una 

habitación contigua. Ninguna de las gestantes recibe alimentación balanceada, atención médica o 

medicamentos. Ambas tramitan un permiso para terminar su embarazo en sus casas. Hasta ahora no es 

seguro. 

 

En Polimaracaibo les permiten a los familiares llevarles a sus reclusos comida tres veces al día y una vez 

a la semana pueden conversar unos 10 minutos con sus detenidos, en esos momentos los internos deben 

lucir su uniforme, una camisa naranja y un jean azul. Ningún pariente recuerda con precisión desde 

cuándo los uniformaron. 
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De los comandos con los que cuenta el CPBEZ en Maracaibo, la Dirección de Inteligencia y Estrategias, 

en Cuatricentenario, es donde se concentra el mayor número de detenidos. Cuentan con tres calabozos: 

dos para los hombres y uno para las mujeres. “El número varía a diario por cada procedimiento, pero 

desde hace un año esperan juicio 45 detenidos, eran 60 pero en diciembre se logró el traslado a Cabimas 

de 20”, detalló uno de los funcionarios. 

 

Lejos de la capital 

 

A unos kilómetros de la capital del estado Zulia se ubica el municipio San Francisco. Allí existen, 

además de los comandos del CPBEZ; la sede de la Policía Nacional Bolivariana. Ese cuerpo de 

seguridad posee un calabozo dividido en tres celdas, una de ellas es exclusiva para las mujeres y dos 

para hombres. La capacidad máxima es de 200 reos, hasta el momento contabilizan 120, según unos de 

los funcionarios que allí trabajan. Los horarios de entrega de comida son rígidos y quienes no llegan a 

tiempo no les permiten pasar alimentos a sus reclusos.  

 

En esa entidad, también funciona la sede de la Policía municipal de San Francisco (Polisur), 

construyeron un calabozo con una capacidad para 50 detenidos, en la actualidad conviven 250. Duermen 

de pie, se turnan para sentarse, no cuentan con ventilación y por ser una de las poblaciones pobres de la 

región, las visitas de los familiares y su alimentación es esporádica. Este comando junto con los del 

CPBEZ es donde se reporta mayor número de evasiones (fugas). Un oficial declaró que evitan tener 

contacto con los internos para prevenir contagiarse de enfermedades de la piel. 

 

En el comando del CPBEZ del sector Jesús Enrique Lossada existe un solo calabozo. Alberga 50 

reclusos en un espacio de 5x6 mts2. Con permiso de los oficiales se turnan para pararse en la entrada de 

la celda y refrescarse con la brisa. “Se van a morir del calor”, detalló un vecino, que reside cerca a la 

estación policial. No se bañan y comparten la sala sanitaria con los funcionarios. En esas instalaciones se 

reportó, el 30 de agosto de 2017, la fuga de Leandry Alberto Zárraga Sánchez (23). Escapó junto a José 

Rafael Herrera Romero (55), Edinson Antonio Martínez Tovar (44), nacionalidad colombiana; y 

Alexánder Rafael González Viloria (25).   

 

“Alias el ‘Orvi’, quien es el líder negativo de ese recinto, financió la fuga, buscó herramientas para que 

violentaran los barrotes. Solo podían pasar reclusos delgados y como él no podía escapar porque es de 

contextura gruesa, no dejó que más nadie se fugara”, detalló un oficial. 

 

El hacinamiento se extiende a las sedes del CICPC en Cabimas y Ciudad Ojeda, sus calabozos pueden 

albergar a cinco detenidos y cada uno cuenta con 40 internos. Mientras que en la Policía municipal de 

Lagunillas (Polilagunillas) custodian a 37 internos, cuando su capacidad real es para 10.  

 

Retén de Costa Oriental y Sur del Lago 

 

Cada uno de los dos Centro de Detención y Detención Preventiva, a cargo de la Secretaría de Seguridad 

y Orden Público de la Gobernación de Zulia, atraviesa sus vicisitudes. Ambos coinciden en la 

sobrepoblación, el pago semanal de una cuota a los pranes (presos que son líderes negativos dentro de 

los centros de detención), la escasez de planes de salubridad para radicar de sus pabellones las 

enfermedades contagiosas y la hambruna de quienes no cuentan con familiares en esas localidades.  
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En el retén de Cabimas, las irregularidades quedaron, el 31 de agosto de 2017, al descubierto. Los 

abogados denunciaron la cancelación de hasta 40 mil bolívares para el traslado de un preso a tribunales 

y mínimo cinco mil como obligatorio. “El negocio lo administran los funcionarios del CPBEZ y los 

pranes de los tres pabellones. Un oficial no cumplió con la entrega del dinero y un recluso del pabellón 

B, aún por identificar, mató a balazos al oficial Denizón Derizan”. Dos días duró la balacera. Pese a que 

el motín no ocurrió por violación de los derechos humanos de los internos, se presentó, del 7 al 11 del 

septiembre de 2017, una comitiva del Ministerio de Asuntos Penitenciarios. En su Plan Cayapa liberaron 

a 30, de los mil 400 internos que habitaban ahí según el último conteo, y reactivaron las visitas de los 

familiares. 

 

El retén de San Carlos de Zulia, en el municipio Colón y al sur del estado, fue diseñado para 120 

reclusos y cuenta en la actualidad 550. Todos se declararon, por dos días, en huelga de hambre. 

Denunciaban, el 22 de agosto de 2017, el irrespeto a sus parientes en horas de visita, el cobro para el 

traslado a tribunales, la falta de atención médica y de alimentos. Exigían el cambio de directiva y la 

culminación de un pozo séptico financiado por sus familiares. La Secretaría de Seguridad envío a una 

comitiva. Los funcionarios alegaron que el conflicto se inició no por violación de derechos humanos, 

sino porque descubrieron que las internas se prostituían en los pabellones A, B y C. Los reclusos 

levantaron la huelga de hambre luego de que Iber Carrizo, director de Asuntos Penitenciarios de la 

Gobernación, se comprometiera a ampliar una hora más el tiempo de la visita y a evaluar cómo cumplir 

los traslados hasta tribunales y de unos internos a otros penales. El resto de las peticiones no se 

discutieron. 

 

Muerte dentro y fuera del penal 

 

Enfermedad, resistencia a la autoridad y violencia intracarcelaria son las causas de los últimos decesos 

de reos dentro de los retenes, en los comandos policiales y en las comunidades que los refugian luego de 

sus evasiones.  

 

Por la falta de controles sanitarios para controlar enfermedades endémicas, de la piel y respiratorias, en 

el retén de Cabimas se han reportado cuatro decesos por tuberculosis y se contabilizan 28 detenidos con 

la enfermedad. Panagottys Moreno (19) presentó por tres meses la sintomatología, no recibió atención 

médica oportuna y murió, el 4 de agosto de 2017, en la emergencia del Hospital Adolfo D' Empire de 

Cabimas. Tenía un año y dos meses en el centro de detenciones, lo detuvieron por robo en Maracaibo, 

pero fue trasladado a la subregión mientras cumplía con las audiencias de presentación. 

 

Dentro de su celda falleció, el 20 de abril de 2017, otro recluso del retén. Los cuerpos de seguridad no lo 

identificaron y lo enterraron en una fosa común porque nadie reclamó su cadáver. Tres días antes, el 17 

de abril de 2017, pereció en uno de los calabozos Jesús Ramón Machado Silva (52). Ingresó, en agosto 

de 2016, al penal por el delito de actos lascivos contra una niña. A los pocos meses lo recluyeron en el 

área de aislamiento con otros 30 reclusos con Sida y Tuberculosis, se complicó, no lo llevaron a un 

hospital y falleció de tuberculosis. Kendry Gelvis, de 22 años, falleció, en febrero de 2017, con la misma 

patología. 

 

Willy José Pirela Reverol (32) solo duró con vida seis meses dentro del retén de Cabimas. Sus 

compañeros de celda lo atacaron y murió, el 21 de agosto de 2017, con trauma generalizado y falla 



32 
 

multiorgánica, en el hospital de Cabimas. La Guardia Nacional lo detuvo por posesión de material 

estratégico hurtado del complejo petroquímico Ana María Campos, en el municipio Miranda. 

 

“La orden es dar de baja a quien se fuga de los penales o a quienes el tribunal deja libre a pesar de su 

prontuario”, admitió uno de los oficiales a cargo de la Dirección de Inteligencia y Estrategias de un 

cuerpo de seguridad. La orden se ejecuta a cabalidad desde enero de 2017 e incluyen a los evadidos 

locales y a quienes buscan refugio en la región. 

 

Freddy José Ordóñez Fontalvo y Narwin Nolberto Lázaro Ríos se escaparon, el 30 de enero de 2017, 

cuando los llevaron desde el retén de Cabimas a una consulta médica en el Hospital Adolfo D' Empire. 

La Guardia Nacional y el CPBEZ los ubicó dos horas después de reportada la novedad y los liquidó en 

un presunto enfrentamiento. Lázaro Ríos estaba detenido desde diciembre de 2016 por el delito de 

homicidio intencional, mientras Ordóñez Fontalvo, desde agosto de 2016 por robo agravado y porte 

ilícito de arma. 

 

Los funcionarios de DIEP del CPBEZ localizaron, el 5 de mayo de 2017, el escondite de Hender 

Gerardo Blanco Villadiego (35), en la Calle 113 Barrio San Martín de Porra, parroquia Manuel Danigno 

de Maracaibo. Lo transfirieron, en 2016, desde el retén de El Marite a la cárcel de Tocorón, en Aragua, 

para cumplir condena por los delitos de robo de vehículo y detención de sustancias estupefacientes y 

psicotrópicas. De allí escapó, en una fecha no definida, y se refugió al sur de la capital zuliana. Tras un 

presunto enfrentamiento, en el cual hirió al oficial jefe Geovanny Segundo Chávez García, lo ultimaron. 

Su cadáver ingresó a un Centro de Diagnóstico Integral (CDI) con una herida de bala en el tórax, otra en 

la región escapular y otra en el brazo derecho. Según los funcionarios, se movilizó desde Aragua hasta 

Zulia con una cédula de identidad falsa a nombre de Luis René Labarca. 

 

El último deceso por resistencia a la autoridad de un evadido se reportó, el 30 de agosto de 2017, cinco 

días después de que Leandry Alberto Zárraga Sánchez (23) escapara junto a José Rafael Herrera Romero 

(55), Edinson Antonio Martínez Tovar (44), nacionalidad colombiana; y Alexánder Rafael González 

Viloria (25) de los calabozos del comando de la Policía regional, en La Concepción, municipio Jesús 

Enrique Lossada.  Los funcionarios del DIEP del CPBEZ cuerpos de seguridad siguieron a Zárraga 

Sánchez hasta la residencia de su concubina, Lee del Carmen Molero Millán (38), en la calle principal 

del sector Roberto Fuenmayor, parroquia José Ramón Yépez. Tras una presunta balacera los mataron a 

los dos.  

 

Uno de los oficiales explicó que a Zárraga lo apodaban el "Causa" y a su mujer, la conocían como la 

"Lizz". A él lo detuvieron el 25 de agosto de 2017 por robo agravado. Ella pertenecía a su banda. No dio 

mayores detalles sobre su prontuario, pero la describió como peligrosa.  

 

Promesas 
 

La esperanza para quienes comandan los cuerpos de seguridad se concentra en la promesa de Mirelys 

Contreras, ministra de Asuntos Penitenciarios, quien anunció, el 1 de septiembre, en su última visita a la 

región que los primeros días de noviembre ingresarán los primeros internos al Centro de Reclusión Dr. 

Francisco Delgado Rosales, antiguamente Centro de Arrestos y Detenciones Preventivas El Marite.  
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“Sólo faltan detalles de pintura para culminar el reacondicionamiento”, informó uno de los funcionarios 

del ministerio. Explicó, además, que tendrá capacidad para 1.500 reclusos, distribuidos en tres 

pabellones.  Sólo admitirán hombres, con una condena definitiva, y estos convivirán bajo el “nuevo 

régimen penitenciario”. Entre el 14 y 15 de noviembre habrá un recorrido por las instalaciones para la 

prensa. 

 

Por ahora, el penal lo custodian cuatro funcionarios de la Guardia Nacional. La fachada se luce 

abandonada, a las paredes se les cae la pintura, existe poca iluminación y aún en la entrada principal se 

lee Centro de Arrestos y Detenciones Preventivas El Marite. Los vecinos denunciaron que entraron 

delincuentes y hurtaron parte del cableado eléctrico y no tienen alumbrado en los alrededores.  

 

En el comando de Polisur se construyen en el patio otros dos calabozos, la directiva espera inaugurarlos 

antes de finalizar 2017 para desahogar el único calabazo con el que cuentan. 
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